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EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

L Antecedentes

~a siguiente

e) Con fecha de 7 de diciembre de 1987. presentó el actor escrito
en el Juzgado de Guardia interponiendo recurso de reposición contra
la providencia de 20 de juüo. que fue rechazado por la Magistratura
por Auto de 8 de octubre y el archivo del procedimiento. En el citado
Auto se advirtió que era susceptible de recurso de supUcación.

O Interpuesto recurso de suplicación. y elevados los autos a la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid. éste.
por Auto de 17 de octubre de 1989. lo declaró improcedente y. en
consecuencia. ftrme el Auto de 8 de octubre de la Magistratura de
Trabajo.

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la demanda. alega
el actor que el archivo de las actuaciones por la Magistratura de Trabajo
ha conculcado su derecho a la ttitela judicial efectiva de los Jueces
y Tribunales, sin que en ningún caso pueda producirse indefensión.
recogido en el arto 24.1 de la C.E. Vulneración que funda en dos
motivos. De un lado. en que las notificaciones y emplazamientos entien­
de que han de hacerse de. forma personal y que no empiezan a correr
los plazos en tanto no tenga conoc:imiento directo la persona citada
o emplazada. de forma Que habiendo tenido conocimiento el recurrente
de la providencia Que le otorgaba cuatro dias para subsanar el defecto
de que adolecia~ la demanda en la que no ftguraba el domicilio de
la demandada el 16 de julio de 1987. ya que aunque fue notificada
el dia 14. la persona que lo recogió no se lo entregó al actor hasta
pasados dos dlas y sin manifestarle que lo habia recibido con ante·
rioridad, y habiendo presentado ante la Mqistratura escrito en el Que
se subsanaba el citado defecto el 20 de julio de 1989. no procedía
el archivo de las actuaciones y debia entenderse subsanado el defecto
del que adolecia la demanda. Y de otro lado. considera que el contenido
de la providencia resultaba innecesario. ya que en autos constaba rei~

teradamente el domicilio de la entidad demandada. -
Por ello. suplica al Tribunal Constitucional que diete Sentencia por

la que se otorgue el amparo solicitado y decrete la nulidad del archivo
de las actuaciones acordado por la Magistratura de Trabajo núm. 10
de Madrid por providencia de 20 de julio de 1987. y confIrmada por
Auto de dicha Magistratura de 8 de octubre del mismo afio.

4. El 2 de abril de 1990 se dictó providencia admitiendo a tramite
el recurso de amparo y. una vez recibidas las· acruaciones judiciales
reclamadas. se acordó, por. providencia de 11 de junio. tener por per~

sonada y parte en·el procedimiento a «Alcatel Standard Eléctrica, Socie­
dad Anónima». representada por la Procuradora doña Pilar lribarren
Cavalle, y dar vista de las actuaciones a las partes y al Ministerio
Fiscal por el phzo común de veinte dio. al objeto do que presentaren
las alegaciones que estimasen pertinentes.

5. El demandante no presentó escrito de alepciones. La Empresa
demandada solicitó la denegación del amparo con base en los argu­
mentos siguientes:

La parte aetOra entiende que la decisi6n del Ma¡istrado de Trabajo
de archivar las actuaciones ha lesionado su derecho • la tutela judicial,
cuando la realidad es bien distinta, puesto que las resoluciones judiciales
recurridas no han impedido el ejercicio de 010 derecho constitucional,
ya que -el archivo ha sido acordado por DO haber subsanado el defecto
de no hacerse COnstar en la demanda el domicilk>"de la empresa deman·
dada. para to cual fue requerido por el Muistrado de Trabajo en
aplicación de los arls. 7 i Y 72 de la Ley de l'rocedimiento Laboral,
habiéndose. por consiguiente, producido el archivo por la negligencia
del actor en cumplir los requisitos procesales de admisibilidad de la
demanda.

6. El Ministerio Fiscal solicita la denegación del amparo con fun~

damento en las siguientes alegaciones:

La primera cuestión Que se suscita en el presente recurso de amparo
es la detenninación de la resolución .Judicial que se recurre y el fun·
damento de la impugnación. Asi. en efencabezamiento de la demanda,
se entiende diri¡tda aquélla contra el Auto del TSJ de Madrid de 17
de octubre de 1989. que es el que agota la viajudicial

Sin embargo. lo que se pide ,en el suplico es Ianutidad del archivo
de las actuaciones que fue acordado en providencia de 20 de julio
d.1989, , •

No ayuda tampoco a clarifIcar la cuestión la lectura de los fun·
damentos Jurídicos que se refieren • una posible triple wlneración
del art. 24.1 de la CE, por.

a) Una citación que se dice irregular al no ser personal.
b) Un procedimiento Que no contiene la resoluci6n sobre el fondo

de ta cuestión plaI1teada. lo que podr1a 101' predicable de los autos
resolutorios de la reposición o de aquél que inadmite la supücación
y que dicta el TSJ.

c) Un cierre indebido del proceso. lo que lIet1a predicable de la
providencia del archivo del hoy Juzgado Social núm. 10.

De la lectura de las cctuaciones se puede indicar que lo que realmente
se denuncia al TC no es otra cosa que la nepci6n del derecho del
acceso al proceso Que contiene la providencia de archivo de 20 de
julio de 1987.

Sala S~gunda. Sentencia 154/1992, de 19 de octubre.
R«u1'SO de amparo 2.518/1989. Contra Auto de la Sala
de lo Social del TSJ de Madrid que declara impf"OCedente
el recurso de suplicación interpuesto contra Auto de la
Magistratura de Trabajo núm. 10 de Madrid. acordando.
el archivo de las actuaciones. Vulneración del derecho a
la tutela judicial efectiva: interpretación formalista de los
requisitos procesales.

25291

En el recurso de amparo núm. 2.518/1989. promovido por el
~urador don lanacio A¡UiJar FemAndez. en nombre y representación
le don Néstor Afberto Lastras Recto. asistido de Letrado. contra Auto
le la Sala de lo Social del Tribunal S_rior de Justicia de Madrid,
lue en reCURO de supUcaci6n contra Auto de la Magistratura de Trabajo
lÚm. 10 de Madrid. que acordó el archivo de las actuaciones. resuelve
leclarar improcedente dicho recuno d~ suplicación. Ha comparecido
a Procuradora doña Pilar lribarrcn Cavalle. en nombre y representación
le «Alcatel" Standard Eléctrica. Sociedad Anónima». y el Ministerio
;iscal. y ha sido Ponente el Magistrado don Eugenio Dla¡z: Eimil. quien
xpresa el parecer de la Sala.

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 18 de diciembre
e 1989. don Ignacio A¡u.ilar Femándcz, Procurador de los Tribunales.
\ nombre y representación de don. Néstor Alberto Lastras Recio.
terpene recurso de amparo contra el Auto de la Sala de lo Social
1 Tribunal Superior de Justicia de Madrid. de 17 de octubre de
"S9. que declaró improcedente el recurso de suplicación interpuesto
. el recurrente contra el Auto de la Magistratura de Trablijo núm.
de dicha ciudad. de 8 de octubre de 1987. por el que se desestimó
ecurso de reposición ,contra la providencia de la citada Magistratura.

; 20 de julio del mismo año. en la que se acordó el archivo de
IS asuntos seguidos en expediente de clasificación profesional.

2. En la demanda constan los siguientes antecedentes fácticos:

a) Con fecha S de mayo de 1977. el recurrente en amparo y
:>0 Clemente Fuentes Tejada instaron ante la Delesación de Trablijo
:l: Madrid expediente de clasificación profesional contra la Empresa
¡tandard Eléctrica, Socledad An6nlma•. La Resoluci6n dictada por
"citada Delqaci6n fUe recurrida en alzada ante la Direcci6n General
, Trab~o. cuya resolución fue asimismo objeto de recurso conten~
oso-administrativo ante la Audiencia Territorial de Madrid. La Sen~

ncia de la Audiencia fbe recurrida ante la Sala Tercera del Tribunal
lpremo, que en Sentencia de 13 de diciembre do 1986. al entender
le compotia a los Tribunales del orden jurisdiccional laboral el cona­
miento de 101 confllctos sobre. clasificaci6n profesional. habiendo
currido por lo tanto en incompetencia manifiesta la Administración
los 6rpn0l de la jurlsdicción contencloso-administrativa, declaró la
llidad de tu anteriores resoluciones administrativas y de la Sentencia
lCIiada. y orden61a remisi6n de los autos y del expediente administrativo
orden jurlsdibcional laboral, cuyo conocimiento correspondió por

parto a la Maaistratura de Trablijo -hoy Juzgado de lo Social núm.
Id. Madrid.
b) La citada Ma¡istratura, con fecha d. 6 d. marzo de 1987,

) entrada como demanda a un escrito presentado por la parte aetora
dia anterior ante el ReaJ,stro del Decanato y elevó oficio a la Sala
rcera del Tribunal Sppremo solicitando los antecedentes que tuviera
su poder. El 6 de mayo el recurrente presentó nuevo escrito ante
Magistratura en el que manifestó su criterio respecto al conflicto
competencia que. según resulta del Auto de la Magistratura de

le octubre de 1987. se habIa solicitado.
e) Por providencia de 7 de julio del citado año. dado que en

, escritos presentados por el actor no constaba el domicilio de la
"mandada. la ~stratura concedió un plazo de cuatro días al actor
(j. que manifestara dicho domicilio con la advertencia que de no
:erlo en el plazo indicado se archivarla el procedimiento sin más
mites. Lo que fue notificado por correo certificado con acuse de
iba al~teel ella 14 del mismo mes.
d) El 20 de julio de 1987, la Magistratura de Trabl\io proveyó
archivo del procedimiento. al no haber atendido la parte actora
requerimiento que se le habia hecho det1tro del plazo concedido.
¡ien medillftte escrito registrado con la misma fecha en la Magistratura
nifestaba el demandante el domicilio de la, demandada.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Luis L6pez' Guerra, Presk1ente: don Eugenio Diaz Eimil. don Alvaro
Rodriguez Bereijo. don José Gabaldón López, don Julio Dieso González
Campos y don Cartes Viver Pi~Sunyer. Magistrados. ha pronunciado
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La bateria de argumentos utilizados en los sucesivos escritos del
recurrente en los autos y en la demanda de amparo van dirigidos
a sostener que no debió decretarse el archivo de los auto:; po: estar
presentado el escrito dentro del plazo que marcaba la providencia ante­
rior. En deftnitiva, aunque fonnalrnente se recurre el Auto del TSJ
que agota la vis judicial, la resolución realmente impugnada 10 es la
providencia de 20 de julio de 1981 de archivo, cuya nulidad se pide
en el suplico de la demanda. El examen de las actuaciones revela
que, cuando el Magistrado dicta providencia requiriendo a ]a parte
para que en cuatro días (ex arto 72 LPL) facilite el domicilio de la
demandada, no consta en absoluto el mismo en las actuaciones. No
hay diligencias del proceso contencioso-administrativo. sino la Sentencia
y en los escritos de la parte no aparece tampoco el domicilio de «Stan­
dard Eléctrica. (escritos de 3 de marzo y 28 de abril de 1987).

Ante esta situación, lógico es que la Magistratura recabe tal dato
del actor. que viene obligado. de confonnidad al arto 71. 2.°, LPL
a designar el domicilio de la otra parte en su escrito de demanda.
Con ello no se hace sino dar la posibilidad de subsanación previsto
en el arto 72, párrafo 1.0, de la ya derogada LPL y dentro del plazo
de Cuatro dias marcado en tal precepto. . .

El arto 32 de la antigua LPL preveia las notificaciones por correo
con acuse de recibo y el Te en innumerables Sentencias. de las que
se podriadestacar la STC 216/1989, ha entendido. bajo las garantlas
allí contenidas, que cumple las premisas constitucionales.

En este caso es remitida la notificación y la providencia. El acuse
de recibo obrante en las actuaciones demuestra que el mismo fue entre~
gado al conserje el 14 de julio de 1987. Si comprobamos anteriores
comunicaciones en la causa, observamos que esta persona (el conserje).
es receptor la mayoria de las veces del correo remitido a la parte.

Ha)' un gran empeño en el recurrente en señalar que el conserje
no entregó el sobre hasta el dia 16, aun cuando lo recibiera el 14;
incluso aparece una carta de aquél, que se acompaña como docu­
mentación al recurso de reposición. El hecho cierto es que el reque­
rimiento que hace el Juzgado, que es tan simple como el de pedir
un domicilio, se hace apurando hasta el último dla del plazo concedido
contado en la forma que lo hace el recurrente y fuera de plazo en
la fonna en que Jo entiende la Magistratura.

No puede dceine. por tanto, que el envio no se recibió, ni que
se empleara.un medio inadecuado o proscrito legalment~, ni tampoco
es de recibo que el recurrente.' que estaba asistido técnicamente por
Letrado, pueda alegar desconocimiento de que los plazos empiezan
a transcurrir desde que se hace la notificación y puede llegar a cono­
cimiento del destinatario. no desde que éste manifiesta que lo ha red­
bido. Otra cosa seria, como dice el recurrido «Standard Eléctrica» en
su escrito de 3 de septiembre de 1987 oponiéndose a la reposición,
generar inseguridad juridica y que las partes pudieran, con su sola
manifestación. ampliar unilateralmente los plazos de caducidad seña­
lados en la Ley.

Se desprehde de todo ello que la posible indefensión que se denuncia
no tiene su Olisen inmediato y directo en acto u omisión de un órgano
judicial como exi¡e el art. 44.1 de la LOTC.

En este sentido, la posible negligencia del consetje. que esperó dos
dias para hacer entrega dé la copia de la providencia. o el desinterés
o pasividad del interesado que no acudió al Juzgado en el plazo señalado,
seria el factor desencadenante de la lesión del derecho de acceso al
proceso. La inadmisión de la demanda' y el archivo es consecuencia
necesaria de esa pasividad. En este sentido es plenamente aplicable
aqui la providencia de 12 de julio de 1989 en RA 863/89

Por último. habria que señalar que el domicilio «descubierto» por
Magistratura de la empresa demandada en otros autos que se seguian
en el mismo Juzgado. no disvirtúan en absoluto lq_ que hasta aqui
quedó dicho. Ello es asi porque. en primer lugar. no' es misión del
Juzgado cubrir los requisitos que faltan en una demanda con su propia
actividad 10 que es carga de la parte, según los arts. 71 y 72 LPL,
tantas veces mencionado. La Magistratura cumplió concediendo el plazo
de subsanación y. en segundo lugar, no consta que al tiempo de requerir
a la parte para que designara el domicilio del demandado, se conociera
aquél por el Juzgado. '.

De todo 10 anterionnente· expuesto. se desprende que la presunta
lesiÓn del arto 24.1 de la C.E. no existe en este caso. en el que no
ha habido una interpretación fonnaJista o enervante de la nonna.

7. Por providencia de 28 de julio pasado se señaló para deliberación
y votación el dia 28 de septiembre siguiente, quedando concluida en
el dia de la fecha.

n. Fundamentos jurídicos

1. El problema planteado consiste en resolver si el derecho a
la tutela judicial efectiva reconocido en el arto 24 de la Constitución
ha sido vulnerado por el archivo de las actuaciones judiciales acordado,
en proceso de clasificación profesional, por la providencia de la Magis­
tratura de Trabajo núm. 10 de Madrid de 20 de junio de 1987.

Las resoluciones jUdiciales posteriores a dicha providencia "-Autos
del Magistrado de 8 de octubre de 1987 y de la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Madrid de 17 de octubre de 1989- no tienen.

en este recurso de amparo, otro significado, como correctamente alega
el Ministerio Fiscal. que el de agotar la vía judicial previa. que exige
el arto 44.1 a) de la LOTe. y, por consiguiente. carecen de relevancia
constitucional propia en el aspecto sustantivo, y así también lo entiende
el demandante al no formular contra dichas resoluciones denuncia
alguna de vulneración autonórna de derechos. fundamentales.

2. Según constante y reiterada doctrina constitucional, el derechc
a la tutela judicial efectiva se satisface. no sólo por la resolución de
fondo de la cuestión litigiosa, sino también por la aplicación de um·
causa de inadmisi6n que venga prevista en el ordenarp.iento jurídico
siempre y cuando la previsión legal no resulte desproporcionada f
la fmalidad de garantizar la integridad objetiva del proceso y los derecho:
procesales de las partes que intervienen en el mismo y la decisi6r
de inadmisión haya sido adoptada en interpretación de la norma lega
que además de razonable no sea simplemente formalista o rituaria
puesto que los requisitos fonnales de las demandas, al igual que lo~

demás presupuestos procesales, desde la perspectiva del derecho cons
titucional a la tutela judicial efectiva. han de aplicarse siempre de Il
manera más favorable al principio pro actione y a la efectividad de
derecho a acceder a los procesos y reCUJ'Sos judiciales. A tal 1m e:.
decisivo ponderar las circunstancias concretas que concurran en cad.
caso en relación con el objeto de la exigencia legal. la buena fe :
diligencia de la parte. el respeto y protección que merecen todos lo
derechos fundamentales implicados en la decisión, en conexión Cal
la posición que mantengan las demás partes procesales, y la integrida(
objetiva del proceso (SSTC 115/1990 y 172/1991, entre las má
recientes).

3. En el presente caso se trata de la aplicación de los ans. 71.:
Y 72 de la Ley de Procedimiento Laboral de 13 de junio de 1981.
(hoy arts. 80 y 81 de la vigente Ley de 27 de abril de 1990), el
virtud de los cuales el Magistrado de Trabajo ordenó el' archivo d .
la demanda por no haberse subsanado. en ~l plazo de cuatro día
concedido a tal objeto. el defecto consistente en no contener la demand
indicación del domicilio de la empresa demandada. «Standard Eléctric::
Sociedad Anónima~.

Nada hay que objetar a la constitucionalidad del requisito exigid,
por el art. 71.2 citado, puesto que responde a la fmalidad. no. sol
razonable. sino también necesaria. de poder trasladar la demanda
la persona contra la cual se dirige. posibilitando así la tramitació
del procedimiento iniciado por el actor; el mismo juicio favorable
su constitucionalidad merece el plazo de subsanación que establee
el arto 72, cuya innegable brevedad no es más que consecuencia nonm
del principio de celeridad que preside los procesos laborales)' desd
luego suficiente para poder corregir sin gran dificultad una omisió
tan simple como es la falta de indicación de! domicilio de la pan
demandada.

Por lo tanto, el problema queda reducido a determinar si la decisió
del Magistrado de negar al recWTCnte el derecho a acceder al proces
laboral que ha promovido resulta o no desproporcionada en atenció
a las circunstancias en Que se ha producido.

A tal efecto debe destacarse: 1.°, que el defecto advertido fue su!
sanado al quinto día de notificarse la providencia. es decir, al di
siguiente de haber fmatizado el plazo concedido por cuatro días; 2.
que dicha providencia fue notiftcada por como certificado con acU!
de recibo a persona distinta del demandante. el cual manifestó e
el momento de subsanar el defecto que le habia sido entregada JX
su receptor dos dlas después de haberse efectuado 1a notificación; 3..
que diez afias antes de la presentación de la demanda archivada. e
mayo de 1977, el recurrente fonnuló reclamación de clasificación pr.
fesional ante la Delegación de Trabajo de Madrid, que, después e
agotar la via administrativa, dio lugar -a recurso contencioso-admini
trativo que fmatizó ocho afias después por Sentencia de la Sala Tercei
del Tribunal Supremo de 13 de diciembre de 1986. en la cual:
declaró la incompetencia de la Administración para, conocer y resolv,
sobre la materia de clasificación profesional de tra~adores y en !
consecuencia la de los Tribunales del orden jurisdicc:ional contenci
so-adrninistrativo. se anularon las Resoluciones de la Administracié
recunidas y de la Sentencia de la Sala Tercera de lo Contencioso-A
rninistrativo de la Audiencia Territorial de Madrid, y se ordenó
remisión de los autos y del expediente administrativo a esta Sala pa
que remitiese el expediente con testimonio de la Sentencia al órgar
judicial laboral competente -Decanato de las Maaistraturas de Traba.
de Madrid- y proceda este con arreglo a -derecho sobreta cuestU
planteada de clasificación profesional, previo Ia¡al emplazamiento (
las partes; 4.°. que en los autos correspondientes a la Magistratu
de Trabajo núm. 10 de Madrid, en donde se personó el actor, .
dictó providencia de 6 de marzo de 1987.- por la que se sollcitab,
antecedentes a la Sala Tercera del Tribunal Supremo; 5.°, que el :
de marzo el actor presentó escrito en el que soUcitaba altemativamen
el planteamiento de conflicto de competencia o te6alamiento de c-
y hora para el juicio dictándose providencia de S de mayo; que ordel .
estar a lo dispuesto en ·Ia anterior de 6 de marzo. a la cual sigu
la de 7 de julio, por la que se concedió el plazo de cuatro días pa '.:.:.
subsanar la falta de indicación de domicilio· de, la demandada en
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escrito de 28 de marzo; 6.°, que en el expediente administrativo consta
el domicilio de la empresa demandada que es. por otro lado. de renombre
en el mercado nacional.

presupuestos procesales. exigidos en el presente caso de una manera
ri¡ldamentc fonnalista. que pu¡na frontalmente con dicho principio
con resultado lesivo del derecho invocado.

4. La valoración razonable y equilibrada del col'\iunto de circuns­
tancias que se deja expuesto evidencia. sin ningWt ¡énero de duda.
que la decisión de archivo de la demanda so apoya en una interpretación
rlgidamento fonnalista y claramente desproporcionada que debemos
declarar lesiva. del derecho fundamental cuya protección soücita el
recurrente. pucstO que no merece tan desmesurada sanción quien.
habiendo obrado con evidente buena fe y diligencia, ha incurrido en'
la en este caso, -intrascendente falta de presentar. con la mínima demora
formal de un d1a. un escrito que tenia por objeto subsanar el defecto
de no indicar un doriticillo que ya constaba en el expediente admi­
nistrativo reclamado por el propio Magistrado. Aunque el demandante
no hubieR" tenido que dedicar diez aftas para aaotar_las vlas admi­
nistrativa y judicial. cuya tramitación. bien pudo evitarse de no haber
incurrido la Administración en el error de no reconocer la incompetencia
que mU tarde declaró el Tribunal Supremo, la improcedencia de adoptar
la medida recurrida vendría sufiCientemente justificada por las circunlr
tancias que rodearon la notificación de la providencia ordenando la
subsanaci6n.

Si a todo eDo se une que tambi6n anteriores decisiones del Magistrado
le oblipban a no adoptar tan paye sanción sin comprobar antes el
contenido del expediente administrativo que el mismo Ma¡istrado habia
reclamado y cuya recepción, según la Sentencia del Tribunal Supremo,
era previa al emplazamiento de las partes. resulta inevitable concluir
que el cierre del proceso laboral, con el consiguiente reSUltado de inde­
fensi6n y de ptrdlda del derec:ho a la tutela judicial. es totalmente
incompatible con el principio de interpretaci6n favorable a la efectividad
del derecho constitucional que debe observarse en la exigencia de los

FALLO

En atenci6n a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR
LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTIICION DE LA NACIÓN ESPA·
ÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Nestor Alberto Lastras Recio
y, en su consecuencia.

1.° Declarar la nulidad de·La providencia de la Magistratura de
Trabajo nlim. 10 de Madrid. de 20 de julio de 1987, por la que se
declaró el archivo del procedimiento sobre clasificación profesional
promovido por don Nestor Alberto Lastras Recio contra «Standard
EICCtriCa. Sociedad Anónima:t, ante dicha Magistratura. asi como la
nulidad de todas las actuaciones judiciales posteriores.

2.° Reconocer a dicho demandante el derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva que le garantiza el art. 24.1 de la Constitución.

3.° Restablecer al mismo en la integridad de su derecho, a cuyo
fm se acuerda retrotraer las actuaciones judiciales al momento inme­
diatamente anterior al·de· dictar la providencia que se anula. al objeto
de que por el órgano judicial se tenga· por subsanado el defecto de
falta de indicación del domicilio de la demandada y continúe la tra­
mitación del procedimiento por sus trámites Isgales.

Publiquese esta Sentencia en el «Bolet1n Oficial del Estado».

Dada en Madrid a diecinueve de octubre de mil novecientos noventa
y dos.-Luis L6pez Guerra.-Eupnio D~ EimiL-Alvaro Rodriguez
BereÜo.-José Gabald6n López.-Jullo Diego González Campos.-Carles
VIVCf y Pi·Sunyer.-Firmados y rubricados. .

La' Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta pur don
Luis L6pez Guerra. Presldente; don Eugenio 0Iaz EimiL don Alvaro
Rodrl¡uez Bereijo. don José Gabald6n L6pez. don Julio Diego GonzAlez
Campos y don Caries Vlver Pl-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

Be el recurso de amparo núm. 2.58711989. interpuesto por don
Jo56 MJauel López Oonzélez. representado por la Procuradora de los
Trlbunafes dolla MarIa Rodrlguez Puyol y asistido por el Letrado don
Rafael Loo Loo. contra la Sentencia de la Magistratura de Trabl\io
de AImerla, de 23 de Junio de 1986. dictada en autos 2.262/1985
sobre reclamaci6n por invalidez permanente. Ha sido parte el Ministerio
Fiscal y Ponente el Ma¡istrado don José Gabald6n L6pez. quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito pr~sentado en este Tnounal el dia 26 de diciembre
de 1989, don JoM Miguel L6pez González solicitó el nombramiento
de Abopdo y Ptocurador del tumo de oficio para interponer recurso
de amparo. Efectuados los nombramientos solicitados. el Letrado desig­
nado en primer lugar, don Angel Ortiz Ortiz. por escrito presentado
el 20 de febrero de 1990, se excusó· de la defensa del rcCUl'I'ente.
Por providencia de 26 de febrero, la Sección Cuarta acordó remitir
testimonio de Iaa actuaciones al Consejo General de la Abogacía para
que, de confonnidad con el arto 38 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
(L.E.C.), flD1i.tiese el correspondiente dictamen sobre si podia o no
sostenerse la pretensi6n detrecumnte. Considerada insostenible la pre­
tensión de amparo por la Junta de Gobierno del Colegio de Abogados
de Madrid. en dictamen de fecha 24 de abril de 1990, la Sección,
por nueve. proveido de 21 de mayo siguiente, acordó dar vista de
dicho clictamen al Ministerio Fiscal, a los efectos del ~ 39 L.E.C.,
por si c:ont!derue sostenible la referida acción de amparo O. en su
caso, pudiera ejercitar dIcha acción confonne al art. 46.1 b) de la

LOTe. Emitido dietam.n por el fiscal ante el Tribunal Constitucional.
en focha 1 de junio de 1990, en el sentido de considerar insostenible
la acción de amparo y por .ende no ejercitar la facultad que le otorga
el art. 46.1 b) de la LOTC. la SeccI6n. por providencia de 7 de junio.
acordó denegar al demandante de amparo el beneficio de justicia gra­
tuita, concediéndole un plazo de diez dlas para que pudiera comparecer
en fonna por Abogado Y Procurador de su Ubre designación y a su
costa. aperctbiéndole que de no comparecer con tal carácter y dentro
del· plazo indicado se declararta tenninado el proceso. ordenando el
archivo de las actuaciones. por insostenibUidad de la acción.

Transcunido en exceso el plazo concedido sin que constase que
el recurrente hubiera dado, eumDtimiento '. lo acordado. la Sección.
por providencia de 19 de julio de 1990. declaró la caducidad del recurso
de amparo, procediéndose al archivo de las actuaciones. En fecha 14
de noviembre se hizo entrega a la Sala .Squnda de este Tribunal del
escrito de personad6n en nombre.del recurrente de la Procuradora
designada por el mismo, formalizando la demanda de amparo el Letrado.
asimismo. de su libre designación. Dicho escrito babia sido presentado
en el Registro General de este Tribunal el dla 27 de junio de 1990
y por error había sido turnado como si fuera un nuevo recurso de
amparo, por lo que la Sección. por Auto de 19 de noviembre de 1990,
acordó la nulidad de la providencia de caducidad de 19 de julio y
tener por formalizada en tiempo y fonna la demanda de amparo.

2. La demanda se basa. en stntesis. en los siguientes hechos:

a) Por Resolución de la Di.recci6n Provincial del Instituto Nacional
de la Seguridad Social (I.N.S.S.) de Almerta. de 28 de enero de 1981.
previo infonne preceptivo y vinculaD.. de la Comisión Técnica Cali·
ficadora Provincial, el recurrente en amparo fue declarado en situación
de invalidez pennanente a causa de ct1fennedad común, en el grado
de incapacidad permanente total para su profesi6n habitual de obrero
de la construcción. con derecho a. percibir una pensión vitalicia del
SS ¡)or 100 de la base reguladora, cifrada en 12.375 pesetas mensuales.

El dictamen médico en que se basaba tal declaraci6n fue el siguiente:
«Escoliosis dorsal dextroconves. con v6rtebras llmites de 3 a 7 o.
30 grados de angulación con deformidad eune1tonne de 5 y 6 dorsal.
Espina bifida Se. Dicha escoliosis esté compensada. Tuvo un Manto\Lx
intensamente positivo· en tnltamiento. Radlculltis extremidades supe­
riores».

b) La Dirección Provincial del I.N.S.S. de Almeria revi.SÓ de oficio
la situación de incapacidad en la que babia sido declarado el demandante
de amparo y, por Resolución de 29 de junio de 1985, al resultar del
ínfonne emitido por Unidad de Valoración. Médica de Incapacidades
que aquél padecia en la actualidad cESCOtiOlil dorsal dcxtroconvesa»,
consideró. vista la pwplJesta de la Comisión Provincial de Evaluación
dO' Incapacidades. modificadas- laS lesiones o su índice de afectación

Sala Segunda. Sentencia 155/1992. de 19 de octubre.
Recurso de amparo 2.587/1989. Contra Slntencia de la
Magistratura de Trabajo deAlmerfa. dictada en autos sobre
recfamqci6n pOr inyoUdez permanente. Yulneración del
dencho a la tutela judlclbJ efectiva: Falta de motivación
de la Sentencia recurrida.
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